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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de enero de 2016. 

El 11 de septiembre de 2015, Sonia Marrero de 

Diego (en adelante, “la recurrente”), presentó recurso 

de revisión judicial en que solicitó la revocación de 

una resolución emitida por el Departamento de Asuntos 

del Consumidor (en adelante, “DACO”). 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

procede MODIFICAR la resolución recurrida. VEAMOS. 

I. 

 La recurrente es residente del Condominio Park 

Plaza. En noviembre de 2013, instaló una cortina tipo 

“roll up” en el alero de su estacionamiento para así 

evitar que su vehículo sufriera daños a causa de unas 

filtraciones provenientes de los ductos de aire 

acondicionado. La recurrente manifestó que, como 

consecuencia de las filtraciones, tuvo que realizar 

una reparación a su vehículo de motor ascendente a 

$1,200.00, pues el tamaño de su automóvil excedía el 

espacio del estacionamiento. Luego de notificar a la 
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Junta de Directores sobre el problema que le aquejaba
1
, 

la recurrente decidió instalar la referida cortina. 

 El 10 de marzo de 2014
2
, la Junta de Directores le 

impuso una multa de $50.00 porque la instalación de la 

cortina constituía una alteración a la fachada.
3
 En su 

respuesta, la recurrente manifestó que su cortina no 

cambiaba significativamente la fachada; que se vio en 

la obligación de proteger su propiedad ante la 

inacción de la Junta; y además, señaló numerosas 

instancias en que los condóminos habían alterado la 

fachada del edificio y no se les había penalizado 

conforme el Reglamento del Condominio.
4
  

 Posteriormente, el asunto fue evaluado por el 

Comité de Conciliación del Condominio. El comité 

reiteró que la recurrente debía remover la cortina. 

Para atajar el problema de filtración, el comité 

recomendó a la Junta de Directores canalizar las 

goteras a través de desagües de PVC.
5
 Inconforme con 

esa determinación, la recurrente presentó una querella 

ante el DACO. En la querella, la recurrente también 

impugnó la aplicación selectiva del reglamento del 

condominio a las violaciones de fachada del edificio. 

La vista administrativa en DACO fue celebrada el 

7 de abril, 16 y 17 de junio de 2015. En su 

Resolución, el DACO determinó que la recurrente había 

instalado la cortina sin el permiso de la Junta de 

Directores. Desestimó la querella presentada y ordenó 

a la recurrente a pagar la multa impuesta por la 

Junta. DACO determinó que la recurrente actuó con 

                                                 
1 Véase Apéndice, pág. 38-44. 
2 Antes de imponer la multa, la Junta de Directores cursó dos 

cartas en que solicitaba la remoción de la referida cortina. 
3 Véase Apéndice, pág. 3. 
4 Véase Apéndice, pág. 4-6. 
5 Véase Apéndice, pág. 7-8. 
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temeridad, por lo que impuso un pago de ochocientos 

dólares ($800.00) de honorarios de abogado.
6
 

Posteriormente, la recurrente presentó moción de 

reconsideración el 30 de julio de 2015, la misma no 

fue acogida por la agencia.  

Finalmente, la recurrente presentó recurso de 

revisión judicial y señaló los siguientes errores: 

A. ERRO EL DACO AL DESESTIMAR LA QUERELLA 

PRESENTADA Y SOSTENER UNA MULTA FUNDAMENTADA 

EN VIOLACION DE FACHADA CUANDO NO EXISTE 

UNIFORMIDAD ALGUNA EN LA FACHADA DEL 

CONDOMINIO. 

 

B. ERRO EL DACO AL ABUSAR DE SU DISCRECION Y 

CONCEDER HONORARIOS POR TEMERIDAD EN PERJUICIO 

DE LA QUERELLANTE. 

 

El 4 de diciembre de 2015, la Junta de Directores 

del Condominio Park Plaza presentó su alegato en 

oposición. La parte recurrida manifestó que las 

condiciones de “no uniformidad” existían al momento 

que la recurrente adquirió su apartamento en el año 

1995 y previos a la aprobación de la Ley de 

Condominios, Ley 103-2003, 31 LPRA sec. 1291 et seq. 

Manifestó que la Junta había dado oportunidad a la 

recurrente para remover la cortina antes de la 

imposición de la multa. Para apoyar la imposición de 

gastos de honorarios por temeridad, la Junta alegó que 

la recurrente ignoró a propósito las comunicaciones 

que le cursaron y provocó ser multada para, en 

síntesis, cuestionar las existentes y alegadas 

violaciones a la fachada del Condominio Park Side. 

Examinado el escrito de revisión judicial, su 

oposición, así como la transcripción de la vista en su 

                                                 
6 Véase Apéndice, págs. 19-25. 
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fondo en DACO y demás mociones en el expediente, 

procedemos a discutir los errores planteados. VEAMOS. 

II. 

-A- 

 La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 

3 LPRA secs. 2101 et seq. (LPAU), delimita el alcance 

de la revisión judicial de las decisiones 

administrativas.  En cuanto al estándar de revisión 

que este tribunal debe observar al evaluar los 

recursos de revisión judicial presentados al amparo de 

la LPAU, es necesario destacar que las determinaciones 

de hechos formuladas por la agencia recurrida deben 

evaluarse a base de un criterio de razonabilidad y 

deferencia; por tanto, no debemos alterarlas, siempre 

que el expediente administrativo contenga evidencia 

sustancial que las sustente.  Véase, Sección 4.5 de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 2175; Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010).  

La revisión judicial de las determinaciones 

administrativas está limitada a determinar si la 

actuación del foro administrativo fue razonable y 

cónsona con el propósito legislativo o si, por el 

contrario fue irrazonable, ilegal o si medió abuso de 

discreción. Parque Ecuestre v. Junta, 163 DPR 290, 299 

(2004); T-Jac, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 

70, 80 (1999).   

Al evaluar una petición para revisar 

judicialmente una determinación administrativa, este 

foro debe analizar si: (1) el remedio concedido fue 

razonable; (2) las determinaciones de hechos están 

razonablemente sostenidas por la prueba y; (3) las 
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conclusiones de derecho del organismo administrativo 

son correctas.  Véase, Ramos Román v. Corp. Centro de 

Bellas Artes, 178 DPR 867, 883 (2010); P.R.T. Co. v. 

J. Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269 (2000).  

-B- 

La Ley de Condominios, Ley 103-2003, 31 LPRA sec. 

1291 et seq, regula el régimen de propiedad 

horizontal. Tiene como meta garantizar a los 

propietarios de un apartamento el pleno disfrute de su 

propiedad y el de los elementos comunes de un 

edificio. De modo que "[l]a aprobación de la Ley de la 

Propiedad Horizontal adelantó el propósito de 

armonizar el disfrute de cada apartamento por su 

titular y las limitaciones a ese disfrute en interés 

de la colectividad". D.A.Co. v. Junta Cond. Sandy 

Hills, 169 DPR 586, 597 (2006). En el régimen de 

propiedad horizontal coexisten dos tipos de propiedad, 

la propiedad privativa sobre el piso o apartamento y 

la copropiedad sobre los elementos comunes. Los bienes 

comunes existen para el disfrute de lo privado. 

Cestero Aguilar v. Junta de Directores, 184 DPR 1, 10 

(2011); Rivera Rodríguez v. Junta Dir. I y II, 173 

D.P.R. 475 (2008). Aunque el régimen reconoce el uso 

exclusivo de cada apartamento por su titular, también 

impone unas limitaciones al disfrute de cada uno en 

interés de la colectividad. Condominio Prof. S.J. 

Centre v. PRF Inc., 133 DPR 488 (1993). 

El Art. 11 de la Ley de Condominios,  31 L.P.R.A. 

sec. 1291i,  establece cuáles son los elementos 

comunes del inmueble. En cuanto a los elementos 

comunes necesarios, el referido artículo menciona el 

vuelo, los cimientos, las paredes maestras y de carga, 
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los techos y ascensores, entre otros. 31 L.P.R.A. sec. 

1291i(a)(1). Esta lista no es taxativa, pues tienen el 

carácter de “numerus apertus”. Brown III v. J.D. Cond. 

Playa Grande, 154 DPR 225, 233 (2001); reiterado en 

Cestero Aguilar v. Junta de Directores,  184 DPR 1, 14  

(2011).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció que 

la fachada constituye un elemento común necesario.  

Junta de Dir. Cond. Montebello v. Torres, 138 DPR 150 

(1995). La Ley de Condominios, supra, define fachada 

como el diseño del conjunto arquitectónico y estético 

exterior del edificio, según se desprende de los 

documentos constitutivos del condominio. 31 LPRA sec. 

1291m. La Ley de Condominios, supra,  prohíbe que los 

titulares u ocupantes cambien de forma externa la 

fachada sin el consentimiento de todos los titulares. 

31 L.P.R.A. sec. 1291m.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

que “los conflictos más frecuentes se originan cuando 

la Junta de Titulares cuestiona las modificaciones y 

mejoras efectuadas por un titular en su propiedad 

porque afectan y son incompatibles con el conjunto 

arquitectónico y estético de la fachada del edificio.” 

Junta de Dir. Cond. Montebello v. Torres, supra, 157.  

Un titular adquiere una parte indivisa de la 

fachada, por tanto, la Ley de Condominios, supra, le 

impone la obligación de contribuir proporcionalmente a 

los gastos incurridos por el edificio para conservarla 

y repararla, así como el derecho a autorizar las 

alteraciones que se hagan en la misma. Junta de Dir. 

Cond. Montebello v. Torres, supra, 157.  Puesto que el 

titular “no adquiere una parte determinada de la 
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fachada”, no puede  “utilizarla ilimitadamente o por 

su cuenta introducirle cambios de trascendencia.” Id. 

Por eso, "[l]a prohibición de la alteración de la 

fachada es una de las más neurálgicas de nuestro 

ordenamiento". D.A.Co. v. Junta Cond. Sandy Hills, 

supra, pág. 598; citado en Batista, Nobbe v. Junta de 

Directores,  185 DPR 206 (2012). 

-C- 

La Ley de Procedimientos Administrativos 

Uniforme, Ley 170 del 12 de agosto de 1978, 3 LPRA 

sec. 2101 et seq, permite que las agencias 

administrativas impongan honorarios de abogado en las 

mismas instancias en que procede la imposición de 

honorarios bajo la Regla 44 de Procedimiento Civil. 3 

LPRA sec. 2170a; Quiñones v. San Rafael Estates, S.E., 

143 DPR 756, 776-777 (1997). 

La Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1, faculta a los tribunales 

a imponer el pago de una cuantía por concepto de 

honorarios de abogado. Al respecto, la referida 

disposición establece lo siguiente:  

En caso que cualquier parte o su abogado o 

abogada haya procedido con temeridad o 

frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 

su sentencia al responsable el pago de una 

suma por concepto de honorarios de abogado 

que el tribunal entienda correspondan a tal 

conducta.  […].    

  
El propósito de este mecanismo es penalizar al 

que con su conducta ha obligado a la parte adversa en 

un litigio a incurrir en gastos y con ello le ha 

causado innecesariamente molestias e 

inconvenientes.  S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, 173 

DPR 843, 867 (2008); Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 

148 DPR 695, 702 (1999). La imposición del pago de 
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honorarios de abogado, de conformidad con la Regla 

44.1, supra, supone que el tribunal o la agencia, haga 

una determinación de temeridad.   

Por último, “[l]a determinación de si un 

litigante ha procedido con temeridad descansa en la 

sana discreción del tribunal sentenciador”. Raoca 

Plumbing v. Trans World, 114 DPR 464, 468 (1983).  El 

tribunal impondrá la cuantía que el juzgador entienda 

corresponde a la conducta temeraria.  Meléndez Vega v. 

El Vocero de PR, 189 DPR 123, 212 (2013); citando a 

Andamios de PR v. Newport Bonding, 179 DPR 503, 519-

520 (2010).  

III. 

 A base del derecho antes expuesto es forzoso 

concluir que el DACO adjudicó correctamente la 

controversia planteada. La colocación de una cortina 

en el vuelo del área del estacionamiento constituye 

una alteración a la fachada del Condominio Park Side. 

Visto así, la Junta actuó correctamente al confirmar 

la multa impuesta por la Junta de Directores del Cond. 

Park Side a la recurrente. 

 Sin embargo, en cuanto a los honorarios de 

abogado impuestos por temeridad, corresponde reducir 

los mismos por excesivos. Veamos. 

 De ordinario, este tribunal otorga deferencia a 

la imposición de honorarios de abogado por el foro 

primario, en este caso el Departamento de Asuntos del 

Consumidor. Esto es así pues son estos quienes están 

en mejor posición de aquilatar la prueba presentada 

ante sí, así como los méritos de una reclamación y el 

comportamiento de las partes durante el proceso. Del 

expediente de autos surge que la recurrente presentó 
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una querella en DACO a sabiendas que la colocación de 

la cortina constituía una violación del reglamento del 

condominio. Sin embargo, quiso esquivar la multa 

impuesta reclamando que otras violaciones a la fachada 

del Condominio Park Side no han sido penalizadas de la 

misma manera que a ella. No le asiste razón. A base 

del derecho aplicable antes reseñado, su proceder 

litigioso no se justifica en este caso. Por ello, 

coincidimos en que la presentación de la querella ante 

DACO fue temeraria. Sin embargo, la sanción impuesta 

fue excesiva. 

Toda vez que la actuación de la recurrente al 

instalar la cortina constituyó una alteración de la 

fachada, procede confirmar la Resolución del DACO y el 

pago de la multa de cincuenta ($50.00) impuesto por la 

Junta de Directores del Condominio Park Side. Sobre 

los honorarios de abogado por temeridad, procede 

reducir la cantidad de ochocientos dólares ($800.00) a 

cuatrocientos dólares ($400.00), por ser excesivos. 

IV. 

Por todo lo cual, procede MODIFICAR la resolución 

recurrida a los fines de reducir la cantidad de 

honorarios impuestos por temeridad. Así modificada, se 

confirma. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


